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INFORME DE LA PRESIDENCIA

DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS CON RELACIÓN A LAS

“OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS

AL INFORME ANUAL DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS”
Atendiendo el mandato de la resolución AG/RES. 1918 (XXXIII-O/03), el Presidente Electo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, doctor Sergio García Ramírez, presentó el informe anual de dicho Órgano ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el día 11 de marzo de 2004 (CP/doc. 3836/04).  
El doctor García Ramírez presentó inicialmente una “síntesis correspondiente al ejercicio del año 2003” y concluyó con la presentación de sus “reflexiones sobre la Corte Interamericana de Derechos Humanos”. Los textos de ambos documentos hacen parte del presente informe.
Al concluir ambas presentaciones, los Estados Miembros reconocieron la labor y confirmaron su respaldo a las actividades que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desarrollado durante 25 años. También agradecieron la presentación del informe anual por parte de su Presidente electo, incluyendo la preparación y presentación de los documentos que sintetizan tanto el contenido del informe anual, como el estado actual de la Corte, las preocupaciones de dicho Órgano con respecto a la temática de los derechos humanos y así como sus sugerencias a los Estados Miembros. 

La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos decidió elevar a la consideración del Consejo Permanente los textos de las presentaciones del doctor García Ramírez así como las intervenciones de las Misiones Permanentes que fuesen presentadas por escrito a la Secretaría del Consejo Permanente.

Asimismo se acompaña el texto del proyecto de resolución acordado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el 14 de mayo de 2004.

I.
PRESENTACIONES A CARGO DEL PRESIDENTE ELECTO DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, DOCTOR SERGIO GARCÍA RAMÍREZ
A.
Síntesis correspondiente al ejercicio del año 2003
Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de los Estados Americanos, Juan Manuel Castulovich,

Señoras y señores Embajadores y Representantes de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos,

Señoras y señores:

Por encargo del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los términos del artículo 10, inciso a), y 11 del Estatuto de dicho Tribunal, tengo el honor de presentar a esta respetable Comisión el informe de labores de la Corte correspondiente al año 2003. He procurado reunir en una apretada síntesis los puntos sobresalientes de la actividad desarrollada durante este año, así como algunas cuestiones que interesan especialmente a la buena marcha del Tribunal interamericano y para las que solicito la apreciable atención de los señores integrantes de la Comisión. 

La versión amplia del informe, en la que se da cuenta detallada de dichas labores, fue enviada a la Organización de los Estados Americanos el 6 de febrero anterior y ha sido oportunamente distribuida a los señores representantes de los Estados que integran esta organización. Por supuesto, se halla a la disposición de ustedes toda la documentación que sustenta los datos y las consideraciones recogidos en esta síntesis y en el propio informe amplio.

En esta oportunidad me acompañan el Juez Alirio Abreu Burelli, Vicepresidente electo para el período 2004-2006, y el Secretario del Tribunal, licenciado Pablo Saavedra Alessandri. 

i.
LXXXII Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA (junio de 2003), e informe ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.

El Presidente de la Corte presentó el informe de actividades de ésta, correspondiente al ejercicio de 2002, ante la Asamblea General de la OEA reunida en el 2003. Como es del conocimiento de los señores integrantes de esta honorable Comisión, en el mismo período de sesiones de la Asamblea General fueron elegidos como Jueces, por un período de seis años, los señores Manuel E. Ventura Robles, de Costa Rica, Cecilia Medina Quiroga, de Chile, y Diego García Sayan, de Perú. Quien les habla fue reelegido para un segundo y último período de seis años. Los Jueces que en esa oportunidad recibimos la encomienda de servir a la jurisdicción interamericana, estamos conscientes de la responsabilidad que esto entraña y apreciamos ampliamente la confianza que se depositó en nosotros.

Igualmente, nuestro Presidente rindió informe ante esta Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, que brindó su hospitalidad --como lo hace ahora-- a las reflexiones de la Corte. Lo agradecemos cordialmente.

En esta oportunidad quiero mencionar el reconocimiento que la Corte ha hecho a los Jueces que concluyeron su gestión, señores Máximo Pacheco Gomez, de Chile, Carlos Vicente de Roux Rengifo, de Colombia, y Hernán Salgado Pesantes, de Ecuador. Todos ellos contribuyeron con talento, integridad y dedicación al buen desempeño del Tribunal, y por este conducto a la causa de los derechos humanos en el Continente. Los Jueces que permanecemos al servicio de la Corte hemos manifestado a nuestros distinguidos colegas salientes el testimonio del mayor aprecio, que ahora reitero.

ii.
Casos contenciosos y medidas provisionales.

En el año 2003 la Corte Interamericana recibió las demandas relativas a quince casos contenciosos
/. La presentación de estos casos significa un incremento de más de cien por ciento con respecto al número de asuntos de la misma naturaleza recibidos en el año 2002.

Asimismo, la Corte tomó conocimiento de nuevas solicitudes de medidas provisionales de protección
/ y amplió las medidas previamente adoptadas en varios casos
/.  La descripción de estos asuntos, que se identifican en notas a pie de página, aparece con detalle en el informe extenso.

iii.
Períodos de sesiones.

El Tribunal celebró cuatro períodos ordinarios de sesiones. Uno de ellos se realizó en Santiago de Chile, financiado, en gran parte, por el Gobierno chileno. Fue ésta la primera vez que la Corte celebra una sesión de trabajo fuera de su sede. En esos períodos hubo ocho audiencias públicas sobre diversas materias: opinión consultiva, medidas provisionales, excepciones preliminares, fondo y reparaciones. En esos períodos se dictaron sentencias sobre fondo y reparaciones
/, excepciones preliminares, fondo y reparaciones, conjuntamente
/ interpretación de sentencia
/, y competencia
./ Asimismo, en respuesta a una solicitud presentada por los Estados Unidos Mexicanos, la Corte emitió su decimoctava Opinión Consultiva (OC-18), a propósito de la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados.
Además, el Tribunal adoptó dieciséis resoluciones sobre cumplimiento de sentencia
/, entre ellas la concerniente al caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) (Chile). En éste, la Corte declaró que el Estado había dado pleno cumplimiento a la Sentencia de fecha 5 de febrero de 2001 emitida por el Tribunal y dispuso el archivo del caso.  Este cumplimiento implica una reforma constitucional y la inaplicación de una sentencia dictada por la Corte Suprema de Chile. Igualmente, la Corte Interamericana dictó diez resoluciones sobre medidas provisionales
/. 

Durante su LX Período de Sesiones, el Tribunal eligió Secretario al señor Pablo Saavedra Alessandri. En el LXI período eligió al Presidente y al Vicepresidente que integrarán la directiva en el bienio 2004-2006: señores Sergio García Ramírez y Alirio Abreu Burelli, respectivamente. 

El actual Presidente de la Corte, señor Antonio Cançado Trindade, concluirá la segunda etapa de este desempeño al comenzar el próximo período de sesiones de la Corte, en el mes de abril. Con la venia de la Comisión, me permito destacar el excelente trabajo cumplido por don Antonio Cançado Trindade en este cargo. Puso al servicio del Tribunal, con talento, dedicación y diligencia, su notable prestigio personal y su amplio conocimiento del Derecho internacional. Estas cualidades caracterizan el ejercicio de la Presidencia en el curso de estos cuatro años, que han sido fecundos. Es justo y grato reconocerlo.

En el mismo LXI Período de Sesiones, la Corte evaluó la aplicación del Reglamento adoptado en el año 2000 y vigente a partir del 1 de junio del 2001. Este examen condujo a reformar algunas disposiciones con el propósito de favorecer el acceso a la justicia, imprimir mayor celeridad al procedimiento y consagrar normativamente algunas prácticas cuya utilidad quedó bien acreditada.

iv.
Reunión de las Directivas de la Corte y la Comisión Interamericanas de Derechos Humanos.

El 7 de junio de 2004 se llevó a cabo una reunión de trabajo entre los Jueces de la Corte Interamericana y la directiva de la Comisión Interamericana, en Santiago de Chile. Asistieron los Secretarios de ambos organismos.  

En esta reunión fueron examinados los siguientes temas: a) medidas provisionales de la Corte y medidas cautelares de la Comisión; b) necesidad de incremento presupuestal para la Corte y la Comisión; c) aumento del número de casos que la Comisión someterá a la Corte como resultado del cambio de Reglamento y consecuencias previsibles; d) sistema probatorio; e) reparaciones; y f) supervisión del cumplimiento de las sentencias.  La reunión contribuyó a consolidar las excelentes relaciones que existen entre ambos órganos del sistema interamericano.

Al final de la reunión, los Presidentes de ambas instituciones entregaron una comunicación conjunta a la Presidenta de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, en la que solicitan a éstos la aprobación de recursos adicionales para el mejor desempeño de las atribuciones de la Corte y la Comisión.

v.
Reformas reglamentarias.

En el último período ordinario de sesiones del 2003, la Corte analizó la operación del Reglamento. Con apoyo en este análisis, el Tribunal dispuso algunas reformas (Resolución de la Corte de 25 de noviembre de 2003) para servir a los objetivos antes mencionados. Aquéllas entraron en vigor el 1 de enero de 2004. A continuación, aludiré a las principales modificaciones.

Medidas provisionales. Se otorgó a los beneficiarios de medidas provisionales y a sus representantes la posibilidad de presentar en forma autónoma, y no sólo a través de la Comisión, observaciones a los informes estatales en esta materia, independientemente de que el caso se halle sujeto o no al conocimiento de la Corte en cuanto al fondo. Se consagró expresamente la práctica de que los representantes de la presunta víctima o sus familiares puedan solicitar al Tribunal, en forma directa, la adopción de dichas medidas. 

Contestación de la demanda y allanamiento. Se indica que la contestación de la demanda por parte del Estado debe referirse tanto al escrito de demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, como al de solicitudes, argumentos y pruebas de la presunta víctima o sus representantes. En caso de allanamiento, los Estados indicarán si se allanan a las pretensiones contenidas en la demanda formulada por la Comisión Interamericana y a los planteamientos recogidos en el escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de la presunta víctima o sus representantes, o sólo con respecto al escrito  presentado por una de estas partes procesales. 

Plazos procesales. Tomando en cuenta la frecuente solicitud de prórrogas en los plazos procesales, se ampliaron éstos en lo que atañe a los escritos principales: de un mes a dos meses para la presentación del escrito de solicitudes, argumentos y pruebas, y de dos a cuatro meses, en lo que corresponde al escrito de contestación de la demanda. Ambos plazos son improrrogables. 

Testimonios y dictámenes periciales rendidos a través de fedatario público. Se reguló expresamente la formulación de testimonios y dictámenes ante fedatario público. Para observar el principio de contradicción procesal, se corre traslado de aquéllos a las otras partes en el proceso, a fin de que presenten observaciones. Esta regla permite abreviar las audiencias, sin menoscabo de los derechos de los litigantes, y disminuir el costo de diversos actos procesales, en cuanto evita traslados innecesarios.

Copias de los escritos y anexos. Deben presentarse en original, con tres copias, los escritos de demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; solicitudes, argumentos y pruebas de la presunta víctima o sus representantes legales, y contestación de la demanda y observaciones al escrito de solicitudes, argumentos y pruebas por parte de los Estados, así como también de las observaciones a las excepciones preliminares, y los anexos de todos estos escritos. De esta manera el trámite se simplifica y resulta menos oneroso para el Tribunal.

vi.
Jurisprudencia más relevante

En el período del que se informa, la Corte emitió diversos criterios que contribuyen a la formación y consolidación de la jurisprudencia interamericana en materia de derechos humanos. En seguida mencionaré algunos puntos destacados.

1. Derecho a la vida. En lo que respecta al derecho a la vida, consagrado en el artículo 4 de la Convención Americana, la Corte señaló que la existencia de un patrón de ejecuciones extrajudiciales toleradas o impulsadas por el Estado genera “un clima incompatible con una efectiva protección” de ese derecho. Este cumple una función esencial en el conjunto de la Convención Americana, en cuanto permite la vigencia de los demás derechos. No sólo supone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino entraña igualmente el deber del Estado de adoptar todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva). Esta vincula a cualesquiera instituciones o agentes estatales, y sobre todo “a quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas (las) fuerzas de policía (o las) fuerzas armadas”. El Estado es responsable de la observancia del derecho a la vida de todas las personas que se hallan bajo su custodia, tomando en cuenta que tiene la calidad de garante de los derechos consagrados en la Convención
/.

Por lo que hace a la investigación de los hechos que afecten el derecho a la vida, como ocurre en la hipótesis de ejecuciones extrajudiciales, el Tribunal manifestó que es fundamental que “las autoridades competentes […] reali[cen] una exhaustiva investigación de la escena, examin[en] el cuerpo de la víctima y llev[en] a cabo, por expertos profesionales, una autopsia para determinar las causas del deceso cuando esto sea posible o (lleven) a cabo una prueba igualmente rigurosa, dentro de las circunstancias del caso”. Una investigación practicada con seriedad debe procurar la identificación de la víctima; la recolección y preservación de pruebas relacionadas con la muerte, a fin de sustentar el procesamiento de los responsables; la identificación de posibles testigos y la obtención de sus declaraciones en relación con la muerte; la determinación de la causa, manera, lugar y tiempo del fallecimiento, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber concurrido en ésta; la distinción entre muerte natural, suicidio y homicidio; la identificación y aprehensión de las personas involucradas en los hechos y la presentación de los presuntos perpetradores ante un tribunal competente establecido por ley
/.
2. Privación de la libertad. La Corte se pronunció sobre la privación de la libertad de los menores de edad (“niños”, en los términos de la Convención sobre los Derechos del Niño) y sus condiciones de detención. Así, avanzó en el examen de una materia que había analizado en la Opinión Consultiva OC-17/02 sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Si bien el Estado tiene la misión de garantizar la seguridad y mantener el orden público, el ejercicio de este poder no es ilimitado: al aplicar una medida o sanción privativa de libertad, es preciso observar los supuestos expresamente previstos en la ley (aspecto material) y actuar con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en aquélla (aspecto formal)
/. Las condiciones de detención deben ser compatibles con la dignidad personal. El Estado debe garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de los detenidos. Estas garantías cobran particular importancia cuando el detenido es un niño, por los cuidados que “reclama la debilidad, el desconocimiento y la indefensión que presentan naturalmente, en tales circunstancias, los menores de edad”
./ Estos deben estar separados de los adultos. Las personas encargadas de los centros de detención de los “niños infractores o procesados deben estar debidamente capacitadas para el desempeño de su cometido”
/.

El Estado está obligado a proveer una explicación satisfactoria sobre lo que ocurra a un detenido que presenta cambios desfavorables en su condición física durante el periodo de custodia. El detenido debe contar con revisión y atención médicas, preferentemente a cargo de un facultativo elegido por él o por quienes ejercen su representación o custodia. La detención ha de estar sujeta a control judicial. En el caso de los niños, la Corte destacó que se debe informar de inmediato el motivo de la detención a quien ejerza la representación o custodia del sujeto. Además, indicó que los establecimientos de detención policial deben contar con un registro de detenidos que permita controlar la legalidad de las detenciones
/.

3. Información. El Tribunal tuvo oportunidad de referirse a la confidencialidad de la información y al uso del “secreto de Estado” en los procesos. Al respecto, señaló que las autoridades no pueden negarse a proporcionar la información requerida por los órganos judiciales o administrativos encargados de la investigación de violaciones de derechos humanos, aduciendo para ello razones de interés público o seguridad nacional
/.  

4. Actuación de los organismos de seguridad. La Corte señaló que las actividades de las fuerzas militares, la policía y los organismos de seguridad en general, especialmente aquellos que desarrollen funciones de inteligencia, deben sujetarse al orden constitucional democrático, a los tratados internacionales de derechos humanos y al Derecho internacional humanitario. En todas las ramas del poder público, dichas actividades han de hallarse sometidas al riguroso control de las autoridades civiles
./ 

5. Tutela judicial efectiva y medios de impugnación. Se analizó la conducción del proceso penal cuando el inculpado utiliza los medios de impugnación en forma que pudiera parecer excesiva. El derecho a la tutela judicial efectiva implica que los jueces dirijan el proceso de manera que evite dilaciones y entorpecimientos indebidos, sin detrimento de los principios del debido proceso legal, cuando aquéllos puedan acarrear impunidad y frustrar la debida protección judicial de los derechos humanos. Es preciso atender la obligación estatal internacional de prevenir acciones ilícitas, proteger los derechos fundamentales, preservar el interés legítimo de la víctima y reconocer el derecho de ésta y de sus familiares a saber la verdad de los hechos, a que se identifique y se sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes reparaciones
/.  

6. Tortura. La Corte se refirió a la prohibición absoluta e inderogable de la tortura, incluso en las circunstancias más difíciles, tales como guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos. Estableció que la prohibición absoluta de la tortura, en todas sus formas, “pertenece hoy día al dominio de jus cogens internacional”.  Asimismo, consideró que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a lesiones físicas constituye, en determinadas circunstancias, “tortura psicológica”
/. 

7. Garantías procesales. En el ámbito de aplicación del artículo 8 de la Convención Americana, referente a las garantías procesales, se estableció que las contempladas en los párrafos 2 y 3 de ese precepto no se contraen al amparo de personas sometidas a un proceso judicial (artículo 8.2) o inculpadas en éste (artículo 8.3), sino deben ser respetadas “en procedimientos o actuaciones previas o concomitantes a los procesos judiciales que, de no someterse a tales garantías, pueden tener un impacto desfavorable no justificado sobre la situación jurídica de la persona de que se trata”
/.

8. Inejecución de sentencias. En otro caso la Corte indicó que la falta de ejecución de las sentencias emitidas por los tribunales internos durante un largo período, viola el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención
/. 
9. Derecho a pensión. Se analizó la naturaleza del derecho a recibir pensión como consecuencia de una relación laboral. Esto abarca diversas consideraciones sobre el carácter de esa prestación como derecho adquirido, en su caso, a la luz del artículo 21 de la Convención (derecho de propiedad), su significado y los parámetros a considerar para cuantificar el derecho a pensión, así como los límites de ésta
/.
De este modo, la Corte sostuvo que cuando una persona ha cubierto las cuotas que debe pagar al fondo de pensiones, de conformidad con la ley pertinente, y deja de prestar servicios en la entidad donde ha trabajado y se acoge al régimen de jubilaciones en los términos previstos en el ordenamiento jurídico aplicable, adquiere un derecho de propiedad sobre los efectos patrimoniales del derecho a la pensión, “de conformidad con lo dispuesto en la normativa constitucional” del Estado en cuestión.

Asimismo, la Corte observó que los Estados pueden imponer limitaciones al goce del derecho de propiedad por razones de utilidad pública o interés social, de conformidad con el artículo 21 de la Convención. Los Estados pueden reducir el monto de las pensiones conforme a la ley y por los motivos indicados. El artículo 5 del Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (“Protocolo de San Salvador”) sólo permite establecer limitaciones y restricciones al goce y ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales “mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no contradigan el propósito y razón de los mismos”.  La Corte señaló que “[e]n toda y cualquier circunstancia, si la restricción o limitación afecta el derecho a la propiedad, ésta debe realizarse, además, de conformidad con los parámetros establecidos en el artículo 21 de la Convención Americana”
/.

10. Migrantes indocumentados. Merece alusión especial la jurisprudencia desarrollada por la Corte en la Opinión Consultiva OC-18/03 sobre la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. En ésta, la Corte reafirmó la obligación estatal  de respeto y garantías de los derechos fundamentales, así como el principio de igualdad y no discriminación, cuya inobservancia genera responsabilidad internacional
/. En esta Opinión, el Tribunal expresó, además, que:

A. El principio fundamental de igualdad y no discriminación forma parte del derecho internacional general, en cuanto es aplicable a todo Estado, independientemente de que sea parte o no en determinado tratado internacional.  En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens
/..

B. El mencionado principio fundamental, revestido de carácter imperativo, acarrea obligaciones erga omnes de protección que vinculan a todos los Estados y generan efectos con respecto a terceros, inclusive particulares
/.

C. La obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos vincula a los Estados, independientemente de cualquier circunstancia o consideración, inclusive el estatus migratorio de las personas
/. 

D. El derecho al debido proceso legal debe ser reconocido en el marco de las garantías mínimas que se deben brindar a todo migrante, independientemente de su estatus migratorio
/.  

E. La calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral.  El migrante, al asumir una relación de trabajo, adquiere derechos por ser trabajador, que deben ser reconocidos y garantizados, independientemente de su situación regular o irregular en el Estado de empleo. Estos derechos son consecuencia de la relación laboral
./
F. El Estado tiene la obligación de respetar y garantizar los derechos humanos laborales de todos los trabajadores, independientemente de su condición de nacionales o extranjeros, y no tolerar situaciones de discriminación en perjuicio de éstos, en las relaciones laborales que se establezcan entre particulares (empleador-trabajador)
/.  

G. Los trabajadores, al ser titulares de los derechos laborales, deben contar con todos los medios adecuados para ejercerlos.  Los trabajadores migrantes indocumentados poseen los mismos derechos laborales que corresponden a los demás trabajadores del Estado de empleo, y este último debe tomar todas las medidas necesarias para que así se reconozca y se cumpla en la práctica
/.

H. Los Estados no pueden subordinar o condicionar la observancia del principio de igualdad ante la ley y no discriminación a la consecución de los objetivos de sus políticas públicas, cualesquiera que sean éstas, incluidas las de carácter migratorio
/. 

vii.
Cumplimiento de las sentencias y medidas provisionales.

En el informe extenso entregado a la Organización de los Estados Americanos se mencionan, con el debido detalle, los casos que requieren examen y referencia. Ahí figuran tanto aquellos en que se ha dado cumplimiento íntegro a las resoluciones de la Corte, como aquellos otros en los que está pendiente, en alguna medida, dicho cumplimiento. Igualmente, se manifiesta en qué casos la Corte no ha recibido todavía la información que le permita apreciar el avance en el cumplimiento y resolver, en consecuencia, lo que en cada supuesto corresponda. Esto abarca tanto las sentencias dictadas por el Tribunal como las medidas provisionales adoptadas.
viii.
Presupuesto.

El presupuesto de la Corte para el año 2004 asciende a US$ 1.391,000 (un millón trescientos noventa y un mil dólares). Dicha suma significa una disminución de US$ 28.000 (veintiocho mil dólares)
/ en relación con el presupuesto del año 2003. La Corte ha mencionado en diversas ocasiones su preocupación por la disminución de los recursos asignados a la jurisdicción interamericana de los derechos humanos, no obstante la prioridad que los Estados y la propia Organización han asignado, con razón, a esta materia. 

Me permito informar que la partida de US$600,000 (seiscientos mil dólares) otorgada a la Corte durante el año 2003, por una sola vez, para ser aplicada al renglón de gastos no recurrentes, se ha invertido en el acondicionamiento y la indispensable ampliación de las instalaciones físicas del Tribunal Esto comprende, entre otros espacios, una sala de audiencias públicas, una sala de deliberaciones y oficinas para los jueces y abogados del Tribunal.  Hemos dado cuenta pormenorizada de la aplicación de esa partida mediante informes remitidos a la OEA el 30 de junio, el 30 de septiembre y el 30 de diciembre de 2003. Esperamos que esos trabajos concluyan en abril.

Además del financiamiento que se recibe directamente de la OEA, la Corte ha contado con una partida anual aportada por el Gobierno de Costa Rica por US$100,000 (cien mil dólares), en atención al compromiso contraído conforme al Convenio de Sede suscrito en 1983. 

En el 2003, el Gobierno de México hizo a la Corte un nuevo donativo, esta vez por US$94.000 (noventa y cuatro mil dólares)
/, lo que ha permitido costear la publicación de la jurisprudencia del Tribunal. Se ha informado al Gobierno mexicano acerca de la aplicación de estos fondos
/.

En el año 2002, el Gobierno de Finlandia donó a la Corte US$97,793 (noventa y siete mil setecientos noventa y tres dólares), acerca de cuya aplicación se rindió en 2003 la información correspondiente
/.

Por lo que respecta al presupuesto de la Corte para el ejercicio del 2005, hemos solicitado un incremento que permita afrontar los crecientes costos de operación adecuada del Tribunal y su Secretaría, derivados del incremento en los precios de bienes y servicios, y particularmente de la notable elevación en el número de casos que conocerá este órgano jurisdiccional como efecto de las reformas incorporadas al Reglamento de la Comisión Interamericana, que se traducen en el envío de mayor número de casos a la Corte, y al Reglamento de esta misma, conforme a las recomendaciones emanadas de la Asamblea General de la OEA para el otorgamiento de legitimación procesal, lo cual implica que comparezcan no sólo los Estados y la Comisión, como ocurría bajo el Reglamento anterior, sino también los peticionarios
/. Esto eleva considerablemente el costo de la tramitación de casos. 

El sistema de honorarios adoptado para retribuir el trabajo de los Jueces es manifiestamente inadecuado y no corresponde a la situación prevaleciente en otros tribunales internacionales. No detallaré este problema, cuyas características son bien sabidas y han sido examinadas en diferentes oportunidades. 

ix.
Auditoría de los estados financieros.

Como es costumbre, se practicó una auditoría de los estados financieros de la Corte correspondientes al ejercicio fiscal del año 2003, de acuerdo con lo solicitado por la OEA en el Acuerdo de independencia administrativa de la Secretaría de la Corte, de 1998. Dicha auditoría quedó a cargo de la empresa de auditores externos independientes Venegas, Pizarro, Ugarte y Co., Contadores Públicos Autorizados, representantes en Costa Rica de HLB International. Abarcó tanto los fondos provenientes de la OEA como los aportes de Costa Rica en el mismo período. Oportunamente enviamos copia del informe de auditoría al Departamento de Servicios Financieros de la OEA, al Inspector General de la Organización y a la Junta de Auditores Externos de ésta, como ha sido nuestra práctica a lo largo de los años.

x.
Visitas a la sede de la Corte.

Diversas autoridades de gobierno, funcionarios de organismos internacionales y académicos visitaron la sede de la Corte en el 2003, como también se indica, pormenorizadamente, en el informe amplio. Me complace destacar la reunión sostenida por los Jueces de la Corte con el Presidente de la República de Chile, Dr. Ricardo Lagos Escobar, en Santiago, y la visita al Tribunal del Presidente de la República de Colombia, Dr. Alvaro Uribe Velez. El señor Presidente de Chile subrayó la contribución de la Corte Interamericana, a través de su jurisprudencia y doctrina, para la defensa de la dignidad humana y el restablecimiento de los derechos vulnerados. El señor Presidente de Colombia destacó el papel del Tribunal, de la misma forma, en la defensa de los derechos humanos y el fortalecimiento del Estado de Derecho y la democracia.

xi.
Acuerdos de cooperación internacional y relaciones con otros organismos internacionales de protección de los derechos humanos.

Durante el año 2003 la Corte celebró diversos acuerdos de cooperación institucional. Destacan los concertados con la Corte Suprema de Justicia de El Salvador, el Instituto Interamericano para la Agricultura (IICA) y el Consejo de Estado de Colombia.

Asimismo, la Corte mantuvo contacto y colaboración con diversos organismos dedicados a la protección de los derechos humanos. Conviene subrayar, en este punto, la actividad conjunta de enseñanza y capacitación desarrollada con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR). 

Hubo reuniones de trabajo con funcionarios del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la Federación Iberoamericana de Ombudsman (FIO), el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH). Todas estas reuniones se realizaron en la sede de la Corte. 

B.
Reflexiones sobre la Corte Interamericana de Derechos Humanos
Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de los Estados Americanos, Juan Manuel Castulovich,

Señoras y señores Embajadores y Representantes de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos,

Señoras y señores:

Lo expuesto en el Informe presentado a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos acerca de las tareas de la Corte en el año 2003, la experiencia sobre el trabajo desarrollado y los problemas observados, resueltos o pendientes, la meditación de mis colegas y mi propia reflexión me sugieren las siguientes consideraciones, que expongo a título de planteamiento personal, seguro, sin embargo, de que reflejan el punto de vista de los integrantes del Tribunal. 

1. La Corte cumple veinticinco años de servicio a la causa de la justicia y la protección de los derechos humanos en el Continente Americano. Desde la fecha de la solemne ceremonia de instalación en el Teatro Nacional de San José, Costa Rica, país hospitalario al que renuevo nuestra gratitud, este Tribunal ha tomado conocimiento de  sesenta y dos casos contenciosos, emitido dieciocho Opiniones Consultivas, dictado veinticinco sentencias acerca de excepciones preliminares, treinta y nueve de fondo, veintiuna de reparaciones y trece de interpretación,  resuelto tres controversias sobre competencia, y dispuesto medidas provisionales o ampliación de éstas en más de sesenta oportunidades. 

Por este medio, nuestro órgano jurisdiccional  --nuestro: de los países americanos y de sus habitantes-- ha elaborado una relevante jurisprudencia en la que se definen y afirman, conforme al saber y entender del Tribunal, algunos de los más importantes puntos concernientes a la tutela de los derechos humanos. Este acervo, que  ya conforma una extensa doctrina internacional, es cada vez más conocido,  estudiado,  incorporado y  comentado en los países de América  --particularmente, aunque no exclusivamente, aquellos que han ratificado la Convención Americana o se han adherido a ella. Esta doctrina se proyecta sobre quinientos millones de seres humanos, habitantes de los veintiún países que han reconocido la competencia contenciosa de la Corte. 

Estamos conscientes  --como seguramente lo están los distinguidos señores representantes que me hacen el honor de escucharme--  de que la Corte ha cumplido una buena etapa de su existencia, procurando estar a la altura de la misión que para ella concibieron, en 1969, los Estados suscriptores de la Convención Americana. Pero también estamos conscientes de que esta etapa sólo representa una parte relativamente pequeña  --aunque en ella se han puesto  los  cimientos para el desarrollo posterior--  en la vida total de la  institución. Vivido el primer cuarto de siglo, es preciso prepararnos  --juntos: los Estados americanos, la Organización que los integra y representa y los miembros y colaboradores del Tribunal--  para un renovado esfuerzo que permita afrontar y resolver los problemas que se hallan a la vista.

2. Cuando se habla de un sistema interamericano de protección de los derechos humanos, se suele pensar en la Comisión y en la Corte Interamericanas. En rigor, ese sistema está constituido, ante todo, por los Estados de América, y también por la Organización que los reúne. Los Estados, no apenas la Corte, son los actores primordiales del reconocimiento, la defensa y la garantía de los derechos humanos. Constituyen, como se ha manifestado, la “primera línea” o el “primer frente” en la preservación de aquéllos; y la “garantía de la efectividad del sistema depende de los Estados que lo sustentan”. 

De ahí que el porvenir del Tribunal dependa, en muy amplia medida, del efectivo compromiso  que  asuman los Estados  --cada uno en su propio ámbito y todos en el conjunto--  y del apoyo que brinden a la jurisdicción interamericana para el buen despacho de sus funciones y la eficacia de sus determinaciones. La Corte ha sido creada por la voluntad coincidente de los Estados americanos, en el ejercicio de sus decisiones soberanas, y necesita contar con ella, más allá de diferencias  --que son naturales en la experiencia de cualquier  órgano  jurisdiccional-- sobre  puntos  específicos o criterios de operación, que el tiempo, generalmente, disipa. A su vez, los Estados y sus habitantes pueden contar  --ese es nuestro propio compromiso--  con la independencia, la imparcialidad y la buena fe de la Corte Interamericana, en los términos establecidos por el tratado continental que instituyó este Tribunal.

Veintiún Estados Partes en la Convención Americana han reconocido la competencia contenciosa de la Corte. Formulamos votos por que pronto se incremente este número, hasta abarcar a todos los integrantes de la Organización, en bien de la tutela continental de los derechos humanos. La adhesión unánime al Pacto de San José y el pleno reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte acreditarían, de nueva cuenta, el alcance general de los derechos fundamentales del ser humano y la voluntad política de los Estados americanos, tanto en lo que respecta al enunciado de tales derechos y libertades como en lo que corresponde a su protección a través del medio jurisdiccional con que cuenta nuestra región. 

Es posible que haya diversos pareceres acerca del beneficio que estas adhesiones o reconocimientos traerán para los países que los realicen, pero no hay duda de que el beneficio será mucho  para el sistema interamericano en su conjunto y para la jurisdicción interamericana específicamente. Cada nueva presencia fortalece un frente que constituye, como tanto se ha dicho, una de las más elevadas prioridades  --o quizás la más elevada--  en el conjunto de los objetivos y programas que son motivo y justificación de la gran comunidad continental cifrada en la Organización de los Estados Americanos.

3. La trascendencia verdadera de una jurisdicción internacional, como la que ejerce esta Corte Interamericana, no deriva únicamente de la solución que aporta a controversias específicas o del criterio que sustenta en torno a cuestiones relativas a la aplicación de tratados y a la congruencia de las leyes locales con éstos. Esa trascendencia  --que es otro de los anhelos implícitos en la decisión de los Estados partes en la Organización y en la Convención--  deriva, sobre todo, de la forma en que influya en los ordenamientos nacionales y, por este medio, en el ejercicio efectivo y la expansión necesaria de los derechos humanos en las comunidades nacionales. Se ha iniciado un plausible proceso de recepción de los criterios de la Corte en leyes domésticas, decisiones de tribunales locales y revisión de políticas públicas. Lo hemos advertido y lo apreciamos en todo lo que vale. Ojalá que este proceso se afirme, amplíe y perfeccione.

No perdemos de vista, por otra parte, que los derechos recogidos en los tratados internacionales no constituyen, en modo alguno, el máximo posible, sino un mínimo indispensable que puede y debe ser ampliado por la legislación nacional, extendiendo de esta manera el estatuto tutelar de la dignidad humana.

4. Era de esperarse que aumentara el número de casos llevados al conocimiento de la Corte. En la primera década de funcionamiento de ésta se plantearon principalmente solicitudes de opinión consultiva. En la segunda se han presentado, crecientemente, demandas que desencadenan procesos contenciosos. A mi modo de ver, esto es el producto de la maduración de la jurisdicción interamericana, la confianza de los órganos del sistema y de los propios Estados, y el avance vigoroso de los conceptos y las exigencias de tutela de los derechos humanos, no obstante ocasionales y transitorios problemas que difícilmente podrían detener la marcha. Si antes las demandas versaban sobre violaciones de contenido tradicional  --y muy doloroso, por supuesto-- como la vulneración del derecho a la vida, a la libertad o a la integridad personal, hoy día han comenzado a surgir, además, demandas por otros motivos, que atañen a la justicia, la propiedad, la libertad de pensamiento, la libertad de creencia, los derechos laborales. Esto implica una interesante recomposición del panorama jurisdiccional. La jurisprudencia de la Corte ha sido especialmente dinámica en materia de reparaciones.

5. Las más recientes reformas en el Reglamento de la Comisión, que son ampliamente conocidas y que saludamos con aprecio, comienzan a repercutir en el trabajo de la Corte. En el transcurso del  año 2003 la Corte recibió quince nuevos casos. Esto equivale al número total de los recibidos durante los años 2000, 2001 y 2002, en conjunto. Se prevé que la Comisión podría presentar veinticinco nuevos casos en el 2004. Pasaríamos, pues, de cinco nuevos casos hace sólo tres años  --2001--  a los mencionados veinticinco en el año que corre, es decir, un aumento de cuatrocientos por ciento. En 1998, veinte casos se hallaban en trámite  --número que abarca los nuevos y los pendientes de diversos actos procesales--; en el 2002, la cifra se elevó a treinta y nueve; y en el 2003, ascendió a cincuenta y cuatro, sin tomar en cuenta los asuntos en que fue preciso dictar medidas provisionales, que pasaron de diez en 1998 a veintitrés en el 2003. 

Ahora bien, el incremento en el número de casos, que parece formar una tendencia clara e irreversible, suscita naturales preocupaciones que debo compartir con ustedes. Evidentemente, la acumulación de asuntos pudiera traducirse en demoras en el despacho y, a la postre, en prolongación excesiva del procedimiento. Sobra mencionar las consecuencias que traería consigo este fenómeno. Recordemos la sabida expresión: “justicia demorada equivale a denegación de justicia”. Algo que nadie desea: ni la Corte, ni  la OEA, ni los Estados que han creado aquélla, constituyen ésta y aguardan resultados razonables de la jurisdicción con la que han ampliado las expectativas de protección de los derechos humanos de sus habitantes.

Desde luego, la Corte hará todo lo que debe hacer, con el mayor esfuerzo de sus integrantes y colaboradores, para afrontar y atender esta nueva carga de trabajo, que llega sin que el Tribunal haya visto crecer, ya no digamos en la misma proporción, sino siquiera en términos aproximados, los medios de diverso orden con que cuenta para ello.  De hecho, como anteriormente observé, hubo una reducción real en el presupuesto que provee la OEA: de US$1,420.000 en 2003, a US$1,391,000 en el 2004. Si el crecimiento presupuestal fuese proporcional al incremento en el número de casos contenciosos, el presupuesto de la Corte para el 2000 ascendería a US$7,000,000. Obviamente, no pretendemos contar con esta suma; sabemos que no existen las condiciones para ello. Aquello y esto son las dos caras de una sola realidad: la realidad de la jurisdicción interamericana, cuyas vicisitudes compartimos con ustedes, distinguidos señores representantes de los Estados, de quienes aguardamos la adopción de las medidas que juzguen pertinentes.

Por nuestra parte, hemos preparado algunas propuestas para ampliar la duración de los períodos de sesiones, reprogramar los trabajos del Pleno de la Corte y de sus integrantes, utilizar más tiempo antes de las reuniones en San José para el estudio y la preparación de casos, buscar nuevas fuentes de financiamiento de algunas actividades y redistribuir, en la medida de lo posible, los recursos disponibles. 

Conforme a la reprogramación prevista, en el próximo período de sesiones de 2004 celebraremos mayor número de audiencias que en el año 2003. En la segunda parte del año emitiremos las resoluciones correspondientes a muchos de estos casos. Igualmente, la Secretaría de la Corte ha revisado a fondo el esquema de organización y funcionamiento, y se ha suprimido, por ahora, la plaza de Secretario Adjunto a fin de apoyar con nuevo personal las tareas de los muy reducidos grupos de abogados que colaboran en la recepción y el estudio de los casos. Existe, pues, una exigencia hacia adentro de la Corte, en la que pondremos acento.

Conviene mantener vivo el propósito de que este Tribunal pueda, tan pronto como las circunstancias lo permitan, sesionar en forma permanente y de los jueces tengan dedicación de tiempo completo, para atender con oportunidad los requerimientos de una jurisdicción cada vez más activa. 

6. En las sentencias sobre el fondo y las reparaciones, la Corte resuelve sobre la responsabilidad internacional del Estado y dispone, en su caso, las correspondientes medidas de reparación. La Convención previene el deber de cumplimiento.

Consideramos que la ejecución de las sentencias es parte integrante del derecho a la justicia, entendido en el más amplio sentido. Si las medidas de reparación o de preservación de derechos (medidas provisionales) quedan sin ejecución en el ámbito interno, se estará negando, para todos los fines prácticos, el derecho de acceso a la justicia y con ello devendrá ineficaz la jurisdicción internacional establecida por voluntad de los Estados. 

En el ejercicio de las atribuciones inherentes a su función jurisdiccional, la Corte observa o supervisa el cumplimiento de sus sentencias y el acatamiento a las medidas de protección ordenadas en sus medidas provisionales. De esta manera puede cumplir las disposiciones de la Convención que le obligan a informar a la Organización de los Estados Americanos, a través de los medios que el propio Tratado prevé, sobre el cumplimiento de sus fallos. Por eso resulta indispensable, dentro de la lógica del sistema, que el Tribunal reciba de los Estados la información que le permita, por una parte, acreditar el acceso a la justicia, y por la otra, cumplir el mandato expreso de la Convención Americana. 

Para los fines mencionados, el Tribunal solicita información a los Estados, que luego transmite a las otras partes procesales para recibir sus observaciones. Así, la Corte está en posición de conocer el cumplimiento que se ha hecho de sus resoluciones y decidir, en consecuencia, que ha quedado cumplida la sentencia y se debe archivar el caso, como definitivamente concluido; que es pertinente instar al Estado al cumplimiento pendiente; o que es llegado el caso de informar a la Asamblea General de la Organización, conforme al artículo 65 de la Convención Americana.

Desde hace tiempo se ha mostrado interés y se ha avanzado en el análisis de los medios de cumplimiento de las resoluciones del Tribunal. No me refiero, por supuesto, al carácter ejecutivo que aquéllas tienen y que proviene directamente del Pacto de San José y del consecuente compromiso de los Estados, con el que cuenta la Corte y cuentan los justiciables. Aludo al mecanismo consensual que pudiera contribuir a impulsar ese cumplimiento, de manera semejante o no a la que existe en el ámbito de la jurisdicción europea, e invoco también la elevada condición de los Estados como protagonistas y garantes, a un tiempo, de la tutela internacional de los derechos humanos.

Evidentemente, el artículo 65 del Pacto de San José contiene una previsión sobre este asunto. Si la Corte ha de informar a la OEA, parece evidente que primero debe estar informada de aquello sobre lo que dará cuenta. Ahora bien, sin perjuicio de lo que ese precepto estipula, y justamente para mejorar su operación y conferir mayor eficacia práctica a la jurisdicción interamericana creada por los Estados, se mantiene viva la conveniencia de llevar adelante el estudio del tema y establecer soluciones adecuadas. Por supuesto, la Corte estará atenta a lo que resuelvan, en su caso, los órganos competentes de la OEA.

El mecanismo internacional que se establezca haría su propia parte en la solución deseable. La parte restante provendrá de los mecanismos internos de cumplimiento a través de las medidas que los Estados adopten  --o de las que han adoptado--  para favorecer la eficacia de las resoluciones jurisdiccionales interamericanas, que tiene que ver con el contenido de éstas y con la oportunidad en el cumplimiento.
7. Algunas veces surgen cuestiones a propósito del problema que puede representar el ordenamiento interno para el cumplimiento de los compromisos derivados de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. No tiene caso reexaminar ahora esta materia a la luz del Derecho de los tratados, que es ampliamente conocido y que aporta la solución pertinente. Más bien es relevante, al menos para mí, expresar el mayor aprecio por el esfuerzo que han hecho los Estados para remover obstáculos de orden interno y llevar a feliz término la observancia de obligaciones internacionales, que no sólo entrañan indemnizaciones patrimoniales, sino también reparaciones de otra naturaleza, entre ellas las conducentes a que no vuelvan a ocurrir hechos como los que originaron la responsabilidad internacional. Esto reviste la mayor importancia. Me parece necesario redoblar el esfuerzo que permita erradicar la impunidad, que propicia la reiteración de conductas violatorias de derechos humanos. Estoy seguro de que la voluntad política y jurídica de los Estados partes en el Pacto de San José, y de los que han reconocido la jurisdicción contenciosa de la Corte, corre en ese sentido. Remover obstáculos de aquella naturaleza no es sencillo, pero se ha hecho. Esto favorece y fortalece grandemente la operación del sistema en su conjunto. Por eso lo aprecio y lo destaco, con el debido respeto.

8. No debo omitir la referencia a algunos problemas que suscita el acceso a la justicia interamericana, en el que se ha avanzado pero se puede y se debe ir mucho más lejos. No es fácil para los particulares, y mucho menos dentro de las condiciones en las que suelen hallarse muchos de los peticionarios de tutela, llegar hasta las instancias internacionales. Aunque éstas sean gratuitas, es muy costoso y complejo acceder a ellas. El acceso depende, en la mayoría de los casos, del apoyo que brinden las organizaciones no gubernamentales que actúan en este ámbito. Enhorabuena que así sea. Sin embargo, vale preguntarse si sería posible y conveniente crear un medio de asistencia procesal o judicial gratuita a favor de peticionarios carentes de recursos materiales, de manera tal que el desvalimiento económico no fuera nunca un impedimento insalvable para llegar a las instancias de justicia creadas por la comunidad americana. Esto se practica, desde hace mucho tiempo, en el plano nacional. Las mismas razones apoyarían su establecimiento en el internacional. 

9. Me parece interesante mencionar la posibilidad, que estudiamos actualmente, de realizar períodos de sesiones ordinarias de la Corte  --particularmente en lo que respecta a celebración de audiencias públicas--  fuera de la sede de San José. Lo hicimos ya por primera vez, circunstancialmente, en Santiago de Chile en el 2003. Esto permitiría un mejor conocimiento de la jurisdicción interamericana en diversos medios nacionales. Estamos evaluando los elementos que pudieran aconsejar o disuadir esta iniciativa, desde diversos ángulos: preservación del respeto debido a todos los Estados, adecuada aplicación de recursos financieros, buena marcha de la Corte en su conjunto, uso debido del tiempo disponible, concentración de la Corte y sus integrantes y colaboradores en tareas estrictamente jurisdiccionales, etcétera. En todo caso, para financiar este programa no habría medios incluidos en el presupuesto de la OEA; se haría con recursos suministrados por la Unión Europea.

10. Un cuarto de siglo significa un buen momento para la recapitulación y la reflexión. Hay instrumentos que recogen necesidades y propuestas. En años recientes se elaboró un documento de bases para un proyecto de protocolo a la Convención Americana, que fortalezca el mecanismo de protección de los derechos humanos. Conscientes, como dije, del terreno ganado, lo estamos del que resta por ganar para la causa de los derechos humanos y el desarrollo y perfeccionamiento de instituciones en las que se ha puesto la esperanza de los Estados y de sus ciudadanos. Tal vez sería deseable emprender un proceso amplio de reflexión compartida, en el que concurrieran  --cada quien desde su propia perspectiva--  los órganos de la OEA, la Corte y la Comisión, los Estados, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, instituciones y grupos de la sociedad civil, observadores externos y académicos. De este proceso, cumplido en la forma que más convenga y mejor sirva a los objetivos propuestos, podríamos desprender sugerencias útiles para rectificar, reformar, avanzar y consolidar. Un examen amplio, serio y sereno, practicado con buena voluntad, pudiera ser un excelente paso dentro de la nueva etapa que ahora estamos iniciando. 

Sergio García Ramírez

Vicepresidente de la Corte Interamericana

de Derechos Humanos

II.
OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS
Varias Delegaciones hicieron mención de las medidas tomadas por iniciativa de sus gobiernos para fortalecer las instituciones que se dedican a la defensa y respeto de los derechos humanos. Indicaron que, son los Estados Miembros, los responsables de asegurar que al interior de sus gobiernos se tomen las medidas necesarias para asegurar el respeto y la protección de los derechos humanos y que la labor de los Órganos del sistema es complementaria.
Resaltaron el hecho que las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en efecto son atendidas por los Estados Miembros que han aceptado su competencia, pero en especial, son sus sentencias y opiniones consultivas las que formulan los lineamientos jurídicos que dichos Estados además de atender, procuran que hagan parte de sus legislaciones nacionales y de su jurisprudencia. En algunos casos las decisiones de la Corte han llegado a ser fuente de reformas constitucionales.
Con respecto a la posibilidad de establecer un mecanismo de seguimiento político al cumplimiento de las sentencias de la Corte (y de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos) algunas Delegaciones se mostraron preocupadas por las posibles implicaciones negativas que ello generaría, pues en su opinión no es oportuno crear un sistema de  premios o amonestaciones, debido a que hay muchas circunstancias que dificultan el cumplimiento de las decisiones, y que en ningún momento dicho incumplimiento es voluntario. Agregaron que debe evitarse incomodar a un Estado en particular, especialmente si se pretende que más Estados Miembros reconozcan la competencia de la Corte.  
En subsidio de dicho mecanismo de seguimiento político al cumplimiento de las decisiones, varias Delegaciones recomendaron que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y los Estados Miembros, desarrollen un mecanismo para determinar cuales son las dificultades que impiden dar cumplimiento a las decisiones de ambos Órganos.
Varias Delegaciones resaltaron el importante significado que tiene la Opinión Consultiva No. 18 para el tema de las personas migrantes indocumentadas en el Hemisferio, grupo que calificaron de ser especialmente vulnerable, pues entre otros, la Corte hace un llamado para evitar cualquier tipo de discriminación hacia estas personas, el respeto a su derecho al debido proceso judicial y a cualquier derecho laboral vigente en el territorio de un Estado Miembro, así como su igualdad con todos los sujetos de políticas públicas. 

Varias Delegaciones insistieron en la necesidad de intensificar los esfuerzos por alcanzar la universalización de los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos, pues de ello se desprende el compromiso de todos los Estados Miembros de confiar la responsabilidad de promover y proteger los derechos humanos a nivel Hemisférico, a los Órganos del sistema designados para dicha labor. Agregaron que ningún Estado Miembro puede asumir el papel de supervisar la situación interna de los derechos humanos de otro Estado Miembro.
Algunas Delegaciones hicieron referencia a la necesidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos mantenga una comunicación más estrecha con el Consejo Permanente de la Organización a través de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, pues existen muchos temas en los cuales es necesario escuchar la posición de la Corte, lo cual no es posible si dicho intercambio tiene lugar únicamente el día en que este Órgano presenta su informe anual.
En respuesta a los planteamientos formulados por el Presidente Electo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, los Estados Miembros manifestaron su acuerdo con la propuesta de dicho Órgano de emprender un proceso amplio de reflexión compartida sobre el sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos.
Varias Delegaciones reconocieron los esfuerzos que hace la Corte Interamericana de Derechos Humanos por atender oportunamente los casos contenciosos que recibe para su consideración, el cual incrementó un 100% con respecto al año 2002, especialmente teniendo en cuenta las limitaciones presupuestales que le impiden contar con los recursos humanos (y materiales) suficientes para atender sus necesidades reales.
Algunas Delegaciones insistieron en la posibilidad de manejar el financiamiento de los Órganos del sistema a través de un fondo especial, independiente del fondo regular. Otras Delegaciones hicieron un llamado para que se incrementen los aportes voluntarios de los Estados Miembros a la Corte.

Varias Delegaciones reafirmaron su interés por que algún día se logre el funcionamiento permanente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Con respecto a la propuesta de establecer un fondo para ayudar a las víctimas, sus familiares o representantes con los algunos de los gastos que implica su participación en los procesos que lleguen a la Corte o la CIDH, algunas Delegaciones expresaron que a pesar de ser aquella una situación ideal, no es una propuesta realista, ya que este tipo de fondos de ayuda no es posible de establecerse, ni siquiera al interior de muchos Estados Miembros.
Varias Delegaciones manifestaron su reconocimiento a la Corte por sus crecientes esfuerzos por alcanzar soluciones amigables entre las partes.

Algunas Delegaciones manifestaron su interés en invitar a la Corte para que informe sobre los criterios que de acuerdo con su reglamento, aplica durante los procedimientos que se adelantan en los casos que llegan a su conocimiento.
III.
COMENTARIOS FINALES DEL PRESIDENTE ELECTO DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
En respuesta a la propuesta de que el financiamiento de los órganos del sistema se administre a través de un fondo especial, el doctor García Ramírez comentó que en concepto de las autoridades de la Corte, lo que este Órgano necesita es un incremento de las asignaciones que se le asignan a través del fondo regular y que el presupuesto de la Corte debe mantenerse dentro de dicho fondo regular de la Organización. Insistió en que ni un fondo especial, ni los aportes voluntarios pueden llegar a sustituir al presupuesto que la OEA le asigna anualmente a la Corte a través del fondo regular.


El Presidente Electo de la Corte informó a las Delegaciones que el presupuesto de la Corte para el año 2004 asciende a US$ 1.391,000 (un millón trescientos noventa y un mil dólares). Dicha suma significa una disminución de US$ 28.000 (veintiocho mil dólares) en relación con el presupuesto del año 2003. 

Agregó sobre el particular que en lo que respecta al presupuesto de la Corte para el ejercicio del 2005, se ha solicitado un incremento que permita afrontar los crecientes costos de operación adecuada del Tribunal y su Secretaría, derivados del incremento en los precios de bienes y servicios, y particularmente del notable incremento en el número de casos que conocerá este órgano jurisdiccional como efecto de las reformas incorporadas al Reglamento de la Comisión Interamericana. 

El doctor García Ramírez agradeció a las Delegaciones el acogimiento a su propuesta de iniciar un proceso de reflexión sobre el estado actual de la situación de los derechos humanos y del papel que juegan los órganos del sistema en su protección y promoción.

Con respecto a los mecanismos para el seguimiento del cumplimiento de las sentencias de la Corte, expresó el Presidente Electo de la Corte, que la “garantía colectiva” del respeto a los derechos humanos está en las manos de los Estados Miembros y que en efecto son dichos Estados quienes pueden aprobar los mecanismos adecuados para supervisar el cumplimiento de las sentencias de la Corte (y las recomendaciones de la Comisión).
ANEXO I
Intervención de la Misión Permanente de México

Gracias señor presidente,  


En primer lugar queremos agradecer la presentación del Informe Anual sobre las actividades de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Quisiera también felicitar muy especialmente, al juez Sergio García Ramírez, al juez Alirio Abreu Burelli, y al doctoro Pablo Saavedra, por sus respectivas elecciones como Presidente, Vicepresidente y Secretario del Tribunal.


En segundo lugar, aprovecho esta ocasión para reiterar en nombre de mi gobierno el apoyo decidido a las labores de la Corte de la siguiente manera: 


1.
Mediante aportaciones anuales voluntarias para contribuir al financiamiento de las actividades de la Corte. Estas aportaciones se seguirán realizando. Esperamos poder incrementa nuestras contribuciones en el futuro para fortalecer las actividades actuales del Tribunal y desarrollar otras más, como las publicaciones y las de difusión.


2.
Por otro lado, con relación a los casos contenciosos y medidas provisionales en los que México es parte, tengo instrucciones precisas de mi gobierno de reiterar el interés de cooperar con la Corte en la tramitación de los asuntos, y de ratificar el compromiso de cumplir con las decisiones que adopte el Tribunal. 


En particular en los casos de medidas provisionales, México ha cumplido las resoluciones en sus términos y el gobierno ha establecido la coordinación necesaria entre las distintas autoridades para atenderlas debidamente.  


3.
Asimismo, brindamos apoyo mediante el desarrollo de la función consultiva de la Corte. En ese sentido, consideramos que la Opinión Consultiva 18, es trascendente para el fortalecimiento de esta función, así como para el desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos, respecto de uno de los temas de mayor actualidad como lo es el respeto a los derechos de los trabajadores migratorios, particularmente los indocumentados. 


Sobre la OC-18, cabe destacarse la participación que generó la solicitud hecha por el gobierno de México, sin precedente en la historia de la Corte: 11 países del sistema interamericano, 60 organizaciones de la sociedad civil y otros organismos internacionales en defensa de los trabajadores migrantes. (ACNUR,  Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos y la Relatora Especial de la ONU sobre Derechos de los Migrantes). Con respecto a su contenido, se resaltan por su importancia los siguientes criterios de la Corte:  


El reconocimiento expreso de que la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral, ya que éstos constituyen un núcleo de derechos fundamentales que no admiten restricciones de ningún tipo.  


El precedente tan importante que sienta la consideración de los principios de igualdad jurídica y no discriminación como normas imperativas de derecho internacional general (normas de jus cogens) aplicables a todo Estado. 


El reconocimiento de que la observancia de estos principios no puede ser subordinada ni condicionada a la consecución de los objetivos de las políticas públicas de los Estados, cualesquiera que éstas sean, incluidas las de carácter migratorio. 

Señor presidente, 


La OC-18 representa la materialización del compromiso del gobierno de México y de otros Estados del sistema interamericano en la defensa de la dignidad y los derechos de los migrantes. 


Finalmente, México reitera el llamado a los Estados Miembros a dar cumplimiento a los mandatos de la Tercera Cumbre de las Américas, para incrementar sustancialmente el presupuesto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Muchas gracias.
ANEXO II

Intervención de la Misión Permanente del Perú

En nombre del Gobierno del Perú, agradezco al Dr. Sergio García Ramírez, Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por la elaboración y presentación del Informe Anual, amplio y valioso, sobre las actividades de la Corte, así como por las 10 reflexiones que acaba de dar lectura.


En primer lugar, deseamos felicitar al Dr. García Ramírez por su reciente elección como Presidente de la Corte, designación que estamos seguros llevará a cabo con éxito.  También deseamos felicitar al Dr. Emilio Abreu, Vicepresidente electo de la Corte y a su Secretario, Dr. Pablo Saavedra, aquí presentes.


Asimismo, también deseo saludar la reciente elección como jueces de la Corte de los señores Manuel E. Ventura Robles, de Costa Rica; Cecilia Quiroga, de Chile y Diego García-Sayán, de Perú.  En lo que respecta a la elección del Dr. García-Sayán, esta honra a mi país, así como constituye, para nosotros, un reconocimiento que la comunidad interamericana efectúa a los esfuerzos que el Gobierno Constitucional del Presidente Alejandro Toledo viene realizando en diversos ámbitos a fin de concretar en la práctica su compromiso con el pleno respeto y promoción de los derechos humanos, elementos esenciales del pleno goce y ejercicio de la restauración de la democracia en el Perú.


Estas acciones, así como otras medidas adoptadas en el ámbito de la administración de justicia, son parte de la política de mi gobierno de reinstitucionalización y respeto de la autonomía de autonomía del Poder Judicial y de las demás instituciones democráticas de la República.


Asimismo, es política del gobierno del Presidente Alejandro Toledo, la revisión y compensación de daños por las decisiones y actos violatorios de los derechos humanos del gobierno anterior, así como la revisión de los casos de impunidad.  En tal sentido, el propio Poder Judicial, a través de una histórica decisión, decidió no aplicar las leyes de amnistía del régimen anterior, las mismas que habían sido declaradas contrarias a la Convención Americana de Derechos Humanos, tanto por la CIDH como por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en lo respecta a la sentencia sobre el Caso “Barrios Altos”. 


Al abordar el tema de los pronunciamientos de la Corte, deseamos relevar dos opiniones consultivas.


La primera es la Opinión Consultiva OC-17/02 sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño.  Consideramos que la misma es un aporte valiosísimo al derecho internacional de los derechos humanos y está siendo cuidadosamente evaluada por nuestras autoridades.


La segunda es la Opinión Consultiva OC-18/03 sobre la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados.  Consideramos que ésta es un documento histórico que reafirma que “la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral.  El migrante, al asumir una relación de trabajo, adquiere derechos por ser trabajador, que deben ser reconocidos y garantizados, independientemente de su situación regular o irregular en el Estado de empleo...”


De este modo, se reafirma el principio que “los trabajadores, al ser titulares de los derechos laborales, deben contar con todos los medios adecuados para ejercerlos.  Los trabajadores migrantes indocumentados poseen los mismos derechos laborales que corresponden a los demás trabajadores del Estado de empleo, y este último debe tomar todas las medidas necesarias para que así se reconozca y se cumpla en la práctica...”.


El Perú considera que esta opinión consultiva es una valiosa herramienta de trabajo que deberá ser tomada en cuenta en el Grupo de Trabajo sobre Trabajadores Migrantes que se ha creado en el seno de esta Comisión.


Por otro lado, deseamos reiterar el apoyo del gobierno peruano para que la Corte y, en general, el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, cuente con mayores recursos provenientes de la propia Organización.  Aunque los aportes voluntarios de los Estados son un gesto valioso, por su carácter esencialmente aleatorio, la Corte no puede ni debe depender de ellos.


Una vez que la Corte cuente con los recursos necesarios y tomando en cuenta la elevada carga de casos presentados en la Corte, luego de la modificación de los reglamentos de la CIDH y de la Corte, sería conveniente que esta sesione permanentemente y que los jueces tengan dedicación de tiempo completo.


Finalmente, debo reiterar que es política de mi gobierno, la promoción y protección de los derechos civiles, políticos, sociales y culturales, y que se encuentra empeñado en profundizar su cumplimiento.  En este orden de ideas, el Estado peruano está comprometido a cumplir con sus compromisos con los diversos instrumentos interamericanos de derechos humanos y promover la universalización de los mismos, invitando a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a continuar, con el valioso apoyo de la sociedad civil, el importante seguimiento que realiza de la situación de los derechos humanos en el Perú.

Muchas gracias.
ANEXO III


CONSEJO PERMANENTE DE LA
OEA/Ser.G


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
CP/CAJP-2163/04 rev. 2



14 mayo 2004


COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
Original: español/inglés

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL

DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

(Texto acordado por la Comisión el 14 de mayo de 2004)

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL

DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

(Texto acordado por la Comisión el 14 de mayo de 2004)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las Observaciones y Recomendaciones del Consejo Permanente sobre el Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (AG/doc.____/04);

CONSIDERANDO:

Que en la Declaración de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la Ciudad de Quebec, los Jefes de Estado y de Gobierno expresaron que su “compromiso de asegurar el pleno respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales se basa en principios y en convicciones compartidos” y apoyaron el “fortalecimiento y perfeccionamiento de la eficacia del sistema interamericano de derechos humanos, que incluye la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos”;

Que el artículo 54 (f)de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece  como atribución de la Asamblea General la consideración de las observaciones y recomendaciones que eleve el Consejo Permanente de conformidad con el artículo 91 (f) de la Carta sobre los informes de los órganos, organismos y entidades de la Organización;

Que el artículo 65 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece “que la Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada período ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior. De manera especial y con las recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos”;

TENIENDO EN CUENTA la “síntesis del Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, correspondiente al ejercicio del año 2003” (CP/CAJP-2131/04), las “reflexiones sobre la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a partir del Informe de Labores presentado a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos” (CP/CAJP-2131/04 add. 1), así como el proyecto de presupuesto de dicho órgano para el año 2005 contenido en el documento AG/CP/doc.663/04;

TENIENDO EN CUENTA ADEMÁS la propuesta del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos contenida en el documento CP/CAJP-2131/04 add.1 de “emprender un proceso amplio de reflexión compartida, en el que concurrieran  --cada quien desde su propia perspectiva--  los órganos de la OEA, la Corte y la Comisión, los Estados, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, instituciones y grupos de la sociedad civil, observadores externos y académicos. De este proceso, cumplido en la forma que más convenga y mejor sirva a los objetivos propuestos, podríamos desprender sugerencias útiles para rectificar, reformar, avanzar y consolidar. Un examen amplio, serio y sereno, practicado con buena voluntad, pudiera ser un excelente paso dentro de la nueva etapa que ahora estamos iniciando”; y

TOMAR NOTA la Opinión Consultiva OC-18/03 “Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados” adoptada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 17 de septiembre de 2003,

RESUELVE:

1. Hacer suyas las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente al Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y transmitirlas a dicho órgano.

2. Reafirmar el valor esencial de las labores de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el perfeccionamiento de la promoción y defensa de los derechos humanos en el Hemisferio.

3. Reiterar que los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos son definitivos e inapelables y que los Estados Parte de la Convención se comprometen a cumplir las decisiones de la Corte en todos los casos en que sean parte.
4. Reiterar que, con el propósito de que la Corte pueda cumplir cabalmente con la obligación de informar a la Asamblea General sobre el cumplimiento de sus fallos, es necesario que los Estados Parte le brinden oportunamente la información que la Corte les requiera.

5.
Reafirmar la importancia de la función consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el desarrollo de la jurisprudencia interamericana y el derecho internacional de los derechos humanos y en este contexto tomar nota de la Opinión Consultiva OC-18/03.

6.
Encomendar al Consejo Permanente que continúe la consideración del tema “Acceso de la víctima a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (ius standi) y su puesta en práctica”, incluyendo sus implicaciones financieras y presupuestarias, teniendo en cuenta el informe de la Corte Interamericana de Derechos Humanos titulado “Bases para un Proyecto de Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para fortalecer su mecanismo de Protección (Tomo II)”, la propuesta del Gobierno de Costa Rica “Proyecto de Protocolo Facultativo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos” y las reformas reglamentarias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

7.
Instruir al Consejo Permanente que continúe analizando los medios para lograr un incremento efectivo y adecuado de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos por el programa-presupuesto de la Organización.

8.
Instar, adicionalmente, a los Estados Miembros de la Organización a que contribuyan al Fondo Específico para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos.

9.
Instar a los Estados Miembros de la OEA a que consideren, según sea el caso, la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos del sistema, incluyendo la aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
/
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�.	Periódico “La Nación” vs. Costa Rica, Alfonso Martín del Campo Dodd vs. México, Ceasar vs. Trinidad y Tobago, Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala, López Alvarez vs. Honduras,"Niñas Yean y Bosico" vs. República Dominicana, Yatama vs. Nicaragua, De la Cruz Flores vs. Perú, Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú, Mapiripán vs. Colombia, Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador, Acosta Calderón vs.  Ecuador, Tibi vs Ecuador, Molina Theissen vs. Guatemala, y Comunidad Yakye Axa vs. Paraguay.


�.	Correspondientes a las Comunidades del  Jiguamiandó y del Curbaradó, respecto de Colombia, Lysias Fleury, respecto de Haití, y Marta Colomina y Liliana Velásquez, respecto de Venezuela.


�.	Helen Mack y otros, de Guatemala, Bámaca Velásquez, asimismo de Guatemala, y Luisina Ríos y otros, de Venezuela.


�.	Casos "Cinco Pensionistas" vs. Perú, Bulacio vs. Argentina, Myrna Mack Chang vs. Guatemala, Maritza Urrutia vs. Guatemala.


�.	Caso Juan Humberto Sanchéz vs. Honduras.


�.	Caso Juan Humberto Sanchéz vs. Honduras.


�.	Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá.


�.	Casos Baena Ricardo y Otros (Panamá), Blake (Guatemala), Benavides Cevallos (Ecuador), Suárez Rosero (Ecuador), Barrios Altos (Perú), Caballero Delgado y Santana (Colombia), Garrido y Baigorria (Argentina), Bámaca Velásquez (Guatemala), Hilaire, Constantine y Benjamin y otros (Trinidad y Tobago), “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) (Guatemala), “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) (Guatemala), Cantoral Benavides (Perú), Loayza Tamayo (Perú), Castillo Páez (Perú) y Tribunal Constitucional (Perú).


�.	Helen Mack y otros y Bámaca Velásquez, en relación con Guatemala, Comunidades del Jiguamiando y del Curbaradó y Clemente Teheran y otros, a propósito de Colombia, Luis Uzcátegui, Luisiana Ríos y otros, Liliana Ortega y otras y Marta Colomina y Liliana Velásquez y otros, respecto de Venezuela, Blake atinente a Guatemala, Lysias Fleury referente a Haití, y James y otros, concerniente a Trinidad y Tobago, relativo a Colombia). En este último caso, la Corte decidió dar por concluídas las medidas provisionales ordenadas con anterioridad.


�.	Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 110


�.	Cfr. Caso Mack Chang. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párrs. 156-157; Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 10, párr. 127.


�.	Cfr. Caso Bulacio. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 125.


�.	Cfr. Caso Bulacio, supra nota 12, párr. 126.


�.	Cfr. Caso Bulacio, supra nota 12, párr. 136.


�.	Cfr. Caso Bulacio, supra nota 12, párr. 138 y Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 10, párr. 111.


�.	Cfr Caso Mack Chang, supra nota 11, párr. 180. 


�.	Cfr. Caso Mack Chang, supra nota 11, párr. 284.


�.	Cfr. Caso Mack Chang, supra nota 11, párr. 207, y Caso Bulacio, supra nota 12, párr. 115.


�.	Cfr. Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 92.


�.	Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 19, párr. 120.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Caso “Cinco Pensionistas”. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C No. 98, punto resolutivo sexto.


�.	Cfr. Caso “Cinco Pensionistas”, supra nota 21, párrs. 94-121.


�.	Cfr. Caso “Cinco Pensionistas”, supra nota 21, párr. 116.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 101.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 110.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 118.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 119.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 134.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 148.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 160.


�.	Cfr. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 24, párr. 172.


�.	Las referencias de este carácter contenidas en el presente informe aluden a dólares de los Estados Unidos de América.


�.	El mismo Gobierno había donado US$50,000 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) en el año 2001, y US$100,000 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) en el 2002.


�.	El 30 de julio del 2003 y el 5 de diciembre del mismo año, la Corte remitió al Gobierno mexicano informes sobre la utilización de las donaciones correspondientes al 2001 y al 2002, respectivamente.


�.	Esto se hizo mediante informes  --aprobados por el Gobierno de Finlandia-- de 30 de julio y 15 de diciembre de 2003.


�.	Cfr. Resolución “Evaluación del Funcionamiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos para su Perfeccionamiento y Fortalecimiento”. Resolución de la OEA, AG/RES.1701 (XXX-O/00), 5 de junio de 2000.


�.	Trinidad y Tobago solicitó el registro de su reserva el párrafo resolutivo 9.






